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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica

San José, 4 de agosto de 2016.

N° DJ-AJ-1889-2016
Señora

Licda.  Silvia Navarro Romanini
Secretaria General de la
Corte Suprema de Justicia
S. D.

Estimada señora:

En relación al oficio N° 5720-16 de 2 de junio del 2016, suscrito por Catalina Conejo Valverde, Prosecretaria General, le remito el informe solicitado por el Consejo Superior.
Informe sobre la consulta realizada ante el Consejo Superior, por el máster Hugo Porter Aguilar, Juez Coordinador del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, en relación a la solicitud presentada por Juan González Évora, en su calidad de analista de datos de AmeliaRueda.com
I.- Antecedentes:


El Consejo Superior en la sesión Nº 48-16 celebrada el 17 de mayo de 2016, artículo LIX, conoció la consulta realizada por el máster Hugo Porter Aguilar, Juez Coordinador del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, mediante nota del 9 de mayo del 2016. 
El máster Hugo Porter señaló lo siguiente:
“Por medio de la presente me dirijo a ustedes a fin de consultar lo que a continuación se detalla:

En días pasados, el señor Juan González Évora en su calidad de analista de datos de AmeliaRueda.com presentó una solicitud en donde expone que quiere analizar el cumplimiento de las penas ejecutadas en nuestro país, es decir, cuantas sentencias cumplen el tiempo establecido de la pena efectivamente, además de saber cuántas sentencias se realizaron, el porcentaje de tiempo cumplido promedio, el tipo de delito cometido, la edad del sentenciado, entre otras cosas; información que puede ser de los últimos cuatro años.

Indica además que lo solicitado es la base de datos con las sentencias, para poder analizar los datos.

Es por ello que me dirijo a ustedes a fin de que determinen si la información solicitada puede otorgarse a viva luz en virtud de que muchas de estas sentencias no se encuentran en estado de firmeza, además de la información confidencial de las partes en cada proceso.”  (Lo destacado no es del original).
De previo a resolver, el Consejo Superior acordó: trasladar a la Dirección Jurídica a fin de que emita criterio, respecto a la consulta presentada por el máster Hugo A. Porter Aguilar, Juez Coordinador del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José.

II.- Normativa aplicable:


En el presente apartado se consignan normas constitucionales, convencionales, legales, y reglamentarias, que sirven de fundamento para evacuar la consulta.
La Constitución Política establece lo siguiente:

·  “Artículo 27.- Se garantiza la libertad de petición, en forma individual o colectiva, ante cualquier funcionario público o entidad oficial, y el derecho a obtener pronta resolución.

· “Artículo 30.- Se garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público.

Quedan a salvo los secretos de Estado.”

· “Artículo 39.- A nadie se hará sufrir pena sino por delito, cuasidelito o falta, sancionados por ley anterior y en virtud de sentencia firme dictada por autoridad competente, previa oportunidad concedida al indiciado para ejercitar su derecho de defensa y mediante la necesaria demostración de culpabilidad.

No constituyen violación a este artículo o a los dos anteriores, el apremio corporal en materia civil o de trabajo o las detenciones que pudieren decretarse en las insolvencias, quiebras o concursos de acreedores.”

La Declaración Universal de Derechos Humanos en el artículo 11 establece lo siguiente:

· “Artículo 11.-

1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa.

2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueron delictivos según el Derecho nacional o internacional.  Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito.”

La Convención Americana sobre Derechos Humanos también conocida como “Pacto de San José de Costa Rica”, en el artículo 8.2 establece lo siguiente:
· “Artículo 8. Garantías Judiciales […]
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:

a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal;

b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;

c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa;

d) derecho al inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor;

e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley;

f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos;

g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y

h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.”
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en el artículo 14.2 establece lo siguiente:
· “Artículo 14.- […] 

2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley.” 

El Código Procesal Penal establece lo siguiente:
· “Artículo 9.-  Estado de inocencia.  El imputado deberá ser considerado inocente en todas las etapas del procedimiento, mientras no se declare su culpabilidad en sentencia firme, conforme a las reglas establecidas en este Código.  En caso de duda sobre las cuestiones de hecho, se estará a lo más favorable para el imputado.

Hasta la declaratoria de culpabilidad, ninguna autoridad pública podrá presentar a una persona como culpable ni brindar información sobre ella en ese sentido.

En los casos del ausente y del rebelde, se admitirá la publicación de los datos indispensables para su aprehensión por orden judicial.”

· “Artículo 330.-  Publicidad.  El juicio será público.  No obstante, el Tribunal podrá resolver por auto fundado y aun de oficio, que se realice, total o parcialmente, en forma privada, cuando:
a) Se afecte directamente el pudor, la vida privada o la integridad física de alguno de los intervinientes.

b) Afecte gravemente la seguridad del Estado o los intereses de la justicia.

c) Peligre un secreto oficial, particular, comercial o industrial, cuya revelación indebida sea punible.

d) Esté previsto en una norma específica.

e) Se le reciba declaración a una persona menor de edad y el Tribunal estime inconveniente la publicidad, en atención a su interés superior.

f) Se reciba el testimonio de víctimas y testigos de la trata de personas.

g) Se reciba el testimonio de víctimas o de testigos protegidos procesalmente.

Desaparecida la causa, ingresará nuevamente el público y quien presida la audiencia relatará brevemente lo sucedido, si el Tribunal así lo dispone, el Tribunal podrá imponerles a las partes que intervienen en el acto, el deber de guardar secreto sobre los hechos que presenciaron o conocieron, de lo ocurrido se dejará constancia en el acta del debate.”

· “Artículo 331.-  Participación de los medios de comunicación.  Para informar al público de lo que suceda en la sala de debates, las empresas de radiodifusión, televisión o prensa podrán instalar, en la sala de debates, aparatos de grabación, fotografía, radiofonía, filmación u otros.  El Tribunal señalará, en cada caso, las condiciones en que se ejercerán esas facultades, sin embargo, por resolución fundada, podrá prohibir esa instalación cuando perjudique el desarrollo del debate o afecte alguno de los intereses señalados en el artículo anterior de este código.
No podrán instalarse esos aparatos ni realizarse filmación o grabación alguna, cuando se trate de hechos cometidos en perjuicio de personas menores de edad.  En la misma forma, tampoco podrán utilizarse en la audiencia, cuando se trate de la recepción del testimonio de testigos o víctimas que estén siendo protegidas por la existencia de riesgos a su vida o integridad física o la de sus familiares, en tales casos, la audiencia para la recepción de tales testimonios se declarará privada.
Si el imputado, la víctima o alguna persona que deba rendir declaración solicita, expresamente, que las empresas no graben ni su voz ni su imagen, el Tribunal hará respetar sus derechos.”

La Ley de protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales, N° 8968 de 7 de julio del 2011, establece lo siguiente:

· “Artículo 1.- Objetivo y fin 

Esta ley es de orden público y tiene como objetivo garantizar a cualquier persona, independientemente de su nacionalidad, residencia o domicilio, el respeto a sus derechos fundamentales, concretamente, su derecho a la autodeterminación informativa en relación con su vida o actividad privada y demás derechos de la personalidad, así como la defensa de su libertad e igualdad con respecto al tratamiento automatizado o manual de los datos correspondientes a su persona o bienes.”
· “Artículo 2.- Ámbito de aplicación 

Esta ley será de aplicación a los datos personales que figuren en bases de datos automatizadas o manuales, de organismos públicos o privados, y a toda modalidad de uso posterior de estos datos.

El régimen de protección de los datos de carácter personal que se establece en esta ley no será de aplicación a las bases de datos mantenidas por personas físicas o jurídicas con fines exclusivamente internos, personales o domésticos, siempre y cuando estas no sean vendidas o de cualquier otra manera comercializadas.”
· “Artículo 3.- Definiciones 

Para los efectos de la presente ley se define lo siguiente:

a) Base de datos: cualquier archivo, fichero, registro u otro conjunto estructurado de datos personales, que sean objeto de tratamiento o procesamiento, automatizado o manuales, cualquiera que sea la modalidad de su elaboración, organización o acceso.

b) Datos personales: cualquier dato relativo a una persona física identificada o identificable.

c) Datos personales de acceso irrestricto: los contenidos en bases de datos públicas de acceso general, según dispongan leyes especiales y de conformidad con la finalidad para la cual estos datos fueron recabados.

d) Datos personales de acceso restringido: los que, aun formando parte de registros de acceso al público, no son de acceso irrestricto por ser de interés solo para su titular o para la Administración Pública.

e) Datos sensibles: información relativa al fuero íntimo de la persona, como por ejemplo los que revelen origen racial, opiniones políticas, convicciones religiosas o espirituales, condición socioeconómica, información biomédica o genética, vida y orientación sexual, entre otros.

f) Deber de confidencialidad: obligación de los responsables de bases de datos, personal a su cargo y del personal de la Agencia de Protección de Datos de los Habitantes (Prodhab), de guardar la confidencialidad con ocasión del ejercicio de las facultades dadas por esta ley, principalmente cuando se acceda a información sobre datos personales y sensibles. Esta obligación perdurará aun después de finalizada la relación con la base de datos.

g) Interesado: persona física, titular de los datos que sean objeto del tratamiento automatizado o manual.

h) Responsable de la base de datos: persona física o jurídica que administre, gerencie o se encargue de la base de datos, ya sea esta una entidad pública o privada, competente, con arreglo a la ley, para decidir cuál es la finalidad de la base de datos, cuáles categorías de datos de carácter personal deberán registrase y qué tipo de tratamiento se les aplicarán.

i) Tratamiento de datos personales: cualquier operación o conjunto de operaciones, efectuadas mediante procedimientos automatizados o manuales y aplicadas a datos personales, tales como la recolección, el registro, la organización, la conservación, la modificación, la extracción, la consulta, la utilización, la comunicación por transmisión, difusión o cualquier otra forma que facilite el acceso a estos, el cotejo o la interconexión, así como su bloqueo, supresión o destrucción, entre otros.”
· “Artículo 6.- Principio de calidad de la información 

Solo podrán ser recolectados, almacenados o empleados datos de carácter personal para su tratamiento automatizado o manual, cuando tales datos sean actuales, veraces, exactos y adecuados al fin para el que fueron recolectados.

1.- Actualidad

Los datos de carácter personal deberán ser actuales. El responsable de la base de datos eliminará los datos que hayan dejado de ser pertinentes o necesarios, en razón de la finalidad para la cual fueron recibidos y registrados. En ningún caso, serán conservados los datos personales que puedan afectar, de cualquier modo, a su titular, una vez transcurridos diez años desde la fecha de ocurrencia de los hechos registrados, salvo disposición normativa especial que disponga otra cosa. En caso de que sea necesaria su conservación, más allá del plazo estipulado, deberán ser desasociados de su titular.

2. Veracidad

Los datos de carácter personal deberán ser veraces.

La persona responsable de la base de datos está obligado a modificar o suprimir los datos que falten a la verdad. De la misma manera, velará por que los datos sean tratados de manera leal y lícita.

3.- Exactitud

Los datos de carácter personal deberán ser exactos. La persona responsable de la base de datos tomará las medidas necesarias para que los datos inexactos o incompletos, con respecto a los fines para los que fueron recogidos o para los que fueron tratados posteriormente, sean suprimidos o rectificados.

Si los datos de carácter personal registrados resultan ser inexactos en todo o en parte, o incompletos, serán eliminados o sustituidos de oficio por la persona responsable de la base de datos, por los correspondientes datos rectificados, actualizados o complementados. Igualmente, serán eliminados si no media el consentimiento informado o está prohibida su recolección.

4.- Adecuación al fin

Los datos de carácter personal serán recopilados con fines determinados, explícitos y legítimos, y no serán tratados posteriormente de manera incompatible con dichos fines.

No se considerará incompatible el tratamiento posterior de datos con fines históricos, estadísticos o científicos, siempre y cuando se establezcan las garantías oportunas para salvaguardar los derechos contemplados en esta ley.

Las bases de datos no pueden tener finalidades contrarias a las leyes ni a la moral pública.

· “Artículo 11.- Deber de confidencialidad 

La persona responsable y quienes intervengan en cualquier fase del tratamiento de datos personales están obligadas al secreto profesional o funcional, aun después de finalizada su relación con la base de datos. La persona obligada podrá ser relevado del deber de secreto por decisión judicial en lo estrictamente necesario y dentro de la causa que conoce.”
·  “Artículo 14.- Transferencia de datos personales, regla general 

Los responsables de las bases de datos, públicas o privadas, solo podrán transferir datos contenidos en ellas cuando el titular del derecho haya autorizado expresa y válidamente tal transferencia y se haga sin vulnerar los principios y derechos reconocidos en esta ley.”
·  “Artículo 30.- Faltas graves 

Serán consideradas faltas graves, para los efectos de esta ley:

a) Recolectar, almacenar, transmitir o de cualquier otra forma emplear datos personales sin el consentimiento informado y expreso del titular de los datos, con arreglo a las disposiciones de esta ley.

b) Transferir datos personales a otras personas o empresas en contravención de las reglas establecidas en el capítulo III de esta ley.

c) Recolectar, almacenar, transmitir o de cualquier otro modo emplear datos personales para una finalidad distinta de la autorizada por el titular de la información.

d) Negarse injustificadamente a dar acceso a un interesado sobre los datos que consten en archivos y bases de datos, a fin de verificar su calidad, recolección, almacenamiento y uso conforme a esta ley.

e) Negarse injustificadamente a eliminar o rectificar los datos de una persona que así lo haya solicitado por medio claro e inequívoco.”
· “Artículo 31.- Faltas gravísimas 

Serán consideradas faltas gravísimas, para los efectos de esta ley:

a) Recolectar, almacenar, transmitir o de cualquier otra forma emplear, por parte de personas físicas o jurídicas privadas, datos sensibles, según la definición prevista en el artículo 3 de esta ley.

b) Obtener, de los titulares o de terceros, datos personales de una persona por medio de engaño, violencia o amenaza.

c) Revelar información registrada en una base de datos personales cuyo secreto esté obligado a guardar conforme la ley.

d) Proporcionar a un tercero información falsa o distinta contenida en un archivo de datos, con conocimiento de ello.

e) Realizar tratamiento de datos personales sin encontrarse debidamente inscrito ante la Prodhab, en el caso de los responsables de bases de datos cubiertos por el artículo 21 de esta ley.

f) Transferir, a las bases de datos de terceros países, información de carácter personal de los costarricenses o de los extranjeros radicados en el país, sin el consentimiento de sus titulares.”
El “Reglamento de actuación de la Ley de Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales en el Poder Judicial”, aprobado por la Corte Plena en la sesión No. 1-16 celebrada el 11 de enero de 2016, artículo XXXVI (circular N° 88-2016), establece una serie de disposiciones, entre las que interesa mencionar las siguientes:
· “Artículo 1: Fundamento normativo

En aplicación de la Ley N° 8968, el Poder Judicial debe establecer los pasos a seguir para la recolección, almacenamiento, tratamiento y manejo de los datos personales incluidos en resoluciones o documentos judiciales, que contengan datos sensibles, de conformidad con los artículos previstos en dicha Ley.”
· “Artículo 2: Finalidad

Este reglamento tiene como objeto definir los lineamientos Institucionales en relación con el tratamiento que deberá aplicarse a la información originada en  el Poder Judicial previo a su publicación en Internet o por cualquier medio con acceso a terceras personas, de forma tal que se garantice el derecho al acceso a la información pública de carácter judicial, en equilibrio del derecho a la  autodeterminación informativa, evitando que se propicien acciones discriminatorias.”
· “Artículo 3: Definiciones

Para la aplicación de este reglamento, se deben considerar las siguientes definiciones:

a) Autodeterminación Informativa: Derecho fundamental que tiene como objeto controlar el flujo de información  que concierne a cada persona, derivado del derecho a la privacidad, evitando que se propicien acciones discriminatorias.

b) Datos personales: Cualquier dato relativo a una  persona física identificada o identificable, tal como el nombre, número de cédula, dirección domiciliaria, entre otros.

c) Datos personales de acceso irrestricto: los contenidos en bases de datos públicas de acceso general, según dispongan leyes especiales y de conformidad con la finalidad para la cual estos datos fueron recabados.

d) Datos personales de acceso restringido: los que, aun formando parte de registros de acceso al público, no son de acceso irrestricto por ser de interés solo para su titular o para la Administración Pública.

e) Datos sensibles: Toda aquella información que pueda ser utilizada contra una o varias personas físicas, para discriminarlas o excluirlas, en relación con su fuero íntimo, por ejemplo por su origen racial o étnico, por sus opiniones políticas, convicciones religiosas, espirituales o filosóficas;  así como la relativa a información biomédica, vida, salud y orientación sexual, entre otros.

f) Despersonalización: Protección otorgada a los datos sensibles sobre la identidad y personalidad de un sujeto determinado, y a las condiciones fácticas relacionadas con esta persona en el marco de procesos de conocimiento.  Tiene como fin desvincular o desasociar los datos que se exponen en las resoluciones judiciales, a una persona física identificada o identificable, mediante la eliminación o sustitución de esos datos por medio de su ocultamiento, la utilización de acrónimos y cualquier otra estrategia que los reserve, en los documentos, resoluciones y sentencias que sean de acceso público.   

g) Persona Interesada: Persona física, titular de los datos que sean objeto del tratamiento automatizado o manual.

h) Persona identificada o identificable: Toda persona cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente, por ejemplo, mediante un número de identificación o uno o varios elementos específicos característicos de su identidad física, fisiológica, psíquica, económica, cultural o social.

i) Persona Redactora: Persona que redacta el documento o resolución judicial.

j) Persona Usuaria: Cualquier persona que acceda a la información con un interés personal, académico, laboral, etc. y cuyo fin sea licito.

k) Persona Responsable de la protección de datos: Persona o Despacho que tiene a su cargo la emisión, administración, tratamiento o publicación de información sujeta a la protección de datos personales.

l) Persona Encargada de la protección de datos: Persona o despacho encargado de analizar e implementar la protección de datos personales.

m) Repositorio Único de Sentencias Judiciales Despersonalizadas (RUSJD): Archivo oficial para el almacenamiento de resoluciones o documentos que contengan datos sensibles, los cuales una vez despersonalizados, son la fuente oficial de la información a ser publicada o divulgada a terceras personas.”
· “Artículo 4: Ámbito de aplicación

Estos artículos deberán ser aplicados por los despachos u oficinas judiciales, independientemente de la materia que se trate,  en aquellos documentos, resoluciones escritas  o información que emitan y que deba ser difundida, publicada o puesta a disposición de terceras personas que no forman parte del proceso.

También deberán protegerse, cuando contengan datos sensibles y  previo a su publicación, difusión o puesta a disposición de terceras personas, aquellos fallos emitidos oralmente, sea en audio o video.  No obstante, hasta tanto no se cuente con herramientas y plataforma tecnológica que permita dicha protección, no podrán ser publicados.”
· “Artículo 5:    Documentos de acceso público en las bases de datos del Poder Judicial  a terceras personas

Son de acceso público en las bases de datos oficiales del Poder Judicial, las resoluciones emitidas por los Tribunales Superiores que se encuentren en firme, y las de las Salas de la Corte Suprema de Justicia.  No podrá publicitarse aquella información que no haya sido protegida según lo dispuesto en la Ley No. 8968.”
· “Artículo 7:   Personas encargadas de la protección de datos

El Digesto de Jurisprudencia es el principal responsable, para todas aquellas resoluciones a su cargo.  Para tal efecto coordinará lo correspondiente con los Centros de Información Jurisprudencial de las Salas de la Corte,  para todas aquellas resoluciones emitidas en cada una de ellas.

En el caso de la Sala Constitucional ella procederá en forma directa a realizar la protección de datos respectiva.”
· “Artículo 8: Obligaciones de la persona responsable de la protección de los datos 

La persona, oficina o despacho responsable de la protección de datos deberá:

a) Cumplir las políticas y temas estratégicos institucionales, para la implementación de este reglamento.

b) Identificar  y transferir a las personas encargadas, los documentos o resoluciones objeto de protección, mediante el procedimiento que se implemente.

c) Velar por el cumplimiento de este reglamento y demás normas relacionadas.”
· “Artículo 9:   Obligaciones de  las personas encargadas de la protección de datos

Son obligaciones de las personas encargadas de la protección de datos:

a) Implementar las medidas de seguridad que correspondan y cumplir con lo dispuesto en la Ley No.8968, en el reglamento institucional y demás disposiciones aplicables. 

b) Analizar si procede la despersonalización de la información en las resoluciones o documentos que se le han remitido para estudio. 

c) Proceder a despersonalizar los datos personales de acceso restringido y de carácter sensible, de conformidad con los dispuesto en la Ley No. 8968 y este reglamento. 

d) Depositar en el  Repositorio Único de Sentencias Judiciales Despersonalizadas (RUSJD), la resolución o documento elaborado, una vez que ha sido despersonalizado.   En caso de no haber requerido el documento, la despersonalización, deberá depositarlo en la carpeta habitual correspondiente.

e) Corresponderá al Digesto y  a los centros jurisprudenciales de las Salas, la publicación respectiva de las resoluciones y sentencias, una vez que han sido depositadas en el Repositorio Único de Sentencias Judiciales Despersonalizadas (RUSJD).

f) En caso de que el Digesto y los Centros de Jurisprudencia verifiquen la existencia de errores u omisiones en la aplicación de este reglamento, devolverán los documentos al funcionario o funcionaria encargada para la corrección respectiva, lo cual deberá realizar en un plazo no mayor a dos días hábiles una vez recibido el reporte del error u omisión señalada.”
· “Artículo 10:   Administración del Repositorio Único de Sentencias Judiciales Despersonalizadas (RUSJD)

El Digesto de Jurisprudencia, será el ente encargado de administrar el “Repositorio Único de Sentencias Judiciales Despersonalizadas (RUSJD)”, coordinando las acciones que considere pertinentes. 

En el caso de la Sala Constitucional administrará su propio repositorio.”
· “Artículo 11: Otras obligaciones de las personas encargadas y responsables de la protección de datos

Las personas encargadas y responsables de la protección de datos deberán:

a) Abstenerse de usar los datos sensibles para fines distintos a los autorizados.

b) Guardar confidencialidad respecto de los datos sensibles tratados.

c) Abstenerse de transferir o difundir los datos sensibles de acuerdo con  la Ley No.8968.”
 

· “Artículo 12: Datos que deben protegerse

Para efectos de publicitar la información deberán ocultarse o eliminarse los datos personales contenidos en una resolución o sentencia, que permitan identificar a una persona, cuando se haga alusión a datos sensibles o de acceso restringido.

No podrá divulgarse bajo ninguna circunstancia, la información personal relativa a personas menores de edad, personas mentalmente incapaces, víctimas de acoso, de delitos sexuales y de violencia doméstica.  De igual manera no se podrán publicar en ningún caso, la dirección de la residencia, fotografías, número de teléfonos privados y otros de igual naturaleza cuyo tratamiento pueda afectar los derechos y los intereses de la persona titular.”
· “Artículo 13: Reemplazo de Datos Sensibles

Los datos que serán objeto de protección serán los datos personales.  En relación con los datos sensibles estos se conservarán  con el fin de mantener la historia y estadística para  rescatar temas de interés relacionados con derechos humanos, género, violencia doméstica, accesibilidad, entre otros.”
· “Artículo 15: Datos referentes a las partes sentenciadas en el proceso

Las resoluciones dictadas por las Salas de la Corte y por los Tribunales Superiores, que adquieran firmeza o con autoridad de cosa juzgada material, serán despersonalizadas en los siguientes casos: emitan fallo condenatorio en contra de personas menores de edad en conflicto con la ley penal, las que declaren la inimputabilidad o imputabilidad disminuida de la persona involucrada, así como toda aquella que contenga datos personales vinculados a datos sensibles, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 12 de este reglamento.”
· “Artículo 16: Datos que no deben despersonalizarse

|
Se exceptúa de la protección de despersonalización prevista en este Reglamento:
  

a) Los nombres de quienes intervienen como jueces, juezas, fiscales, fiscalas, defensores, defensoras, investigadores, peritos,  abogados y abogadas  de las partes, en tanto no gocen de una medida de protección procesal prevista por Ley.

b) Los nombres de sociedades, empresas o establecimientos comerciales, números de cédula jurídica de sociedades o empresas, marcas y nombres comerciales, salvo que deban eliminarse con el fin de proteger a las personas físicas involucradas. 

c) Nombres de personas autoras de obras citadas.”
· “Artículo 18: Bases de Datos

Se mantendrán dos tipos de bases de datos:

Base de Datos de acceso restringido: Contendrá toda la información en forma íntegra, sin ningún tratamiento  de despersonalización y será conservada  para su consulta interna, mediante los procedimientos y sistemas informáticos establecidos por el Digesto de Jurisprudencia y los Centros de Jurisprudencia, en coordinación con la Dirección Jurídica del Poder Judicial.

Base de Datos Pública: En cuanto a la información que deberá ser publicada en Internet  o de acceso a terceras personas,  se mantendrá una base de datos "pública",  que contendrá la información despersonalizada conforme a este reglamento y normativa relacionada.  En cuanto a las sentencias, lo publicado deberá coincidir con la versión existente en el Repositorio Único de Sentencias Judiciales Despersonalizadas (RUSJD), siendo éste el archivo oficial,  del cual los sistemas de información correspondientes, (Sistema Costarricense de Información Jurídica -SCIJ-, los sistemas propios de cada Sala y el portal del Poder Judicial) podrán obtener el documento para proceder a la publicación de la resolución.

El Repositorio Único de Sentencias Judiciales Despersonalizadas (RUSJD) a que se refiere este reglamento, funcionará además como medida de contingencia para los centros de jurisprudencia cuando se presenten dificultades de acceso a los sistemas de consulta.”
· “Artículo 19: Almacenamiento de textos originales

Para efectos de uso institucional y para garantizar a las partes, su derecho de acceso a la información, es deber de los despachos u oficinas, conservar los textos originales, conforme a las políticas institucionales establecidas. 

El Digesto de Jurisprudencia y los Centros de Jurisprudencia de las Salas deberán conservar los textos originales con respecto a la información que administran.”
· “Artículo 25: Aplicación de este Reglamento

Este reglamento será de acatamiento obligatorio para todas las personas redactoras,  despachos y oficinas  judiciales, a partir de su aprobación y publicación.  En caso de incumplimiento se aplicarán las medidas sancionatorias correspondientes.”

Nota:  Lo destacado en las normas antes transcritas, no es del original.

III.- Análisis:

La solicitud presentada por el señor Juan González Évora, en su calidad de analista de datos de AmeliaRueda.com, ante el máster Hugo A. Porter Aguilar, Juez Coordinador del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José,    se orienta a lograr el suministro de la base de datos con las sentencias de los últimos cuatro años, dictadas por el Tribunal de Juicio Penal del Segundo Circuito Judicial de San José. Analizando tal pretensión de acuerdo a la normativa citada, debe indicarse lo siguiente: 
La Organización de Estados Americanos, en un estudio especial sobre el derecho de acceso a la información (2007), indicó que “El acceso a la información constituye una herramienta esencial para combatir la corrupción, hacer realidad el principio de transparencia en la gestión pública y mejorar la calidad de nuestras democracias, caracterizadas por una cultura de secretismo y por organismos públicos cuyas políticas y prácticas de manejo de la información no necesariamente están orientadas a facilitar su acceso a las personas…”

En relación a este derecho, la Sala Constitucional, en criterio reiterado señaló lo siguiente:

 “(…) el ordinal 30 de la Constitución Política garantiza el libre acceso a los  departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de  interés público, derecho fundamental que se ha denominado como derecho de  acceso a la información administrativa. Este derecho es un mecanismo de control en manos de los administrados, puesto que, le permite a éstos, ejercer un control óptimo de la legalidad y de la oportunidad, conveniencia o mérito y, en general, de la eficacia y eficiencia de la función administrativa desplegada por los diversos entes públicos (…)”.  (Resolución N° 12046-2012 del 1 de agosto del 2012, el destacado no es del original). 

El manejo de la información está regulado en una serie de normas y principios, los cuales deben respetarse.    Los órganos y entes públicos tienen una serie de deberes, obligaciones y responsabilidades. El Estado tiene la obligación de manejar correctamente la información que produce y recibe de las  y  los ciudadanos.  Lo anterior, debido a que el Estado es un custodio, no el dueño,  de la información que produce en su interacción con las personas administradas. Cada solicitud de información debe analizarse en forma casuística, en vista de que tanto el acceso como la negativa pueden generar responsabilidad.

El derecho de acceso a la información no es absoluto, puesto que hay que proteger datos o informaciones sensibles de terceros.  Debe destacarse que revelar información sensible, genera responsabilidad para el funcionario público.  De manera que, el acceso a la información y la protección y resguardo de datos sensibles, no son conceptos antagónicos, ni excluyentes.  Ambos son obligaciones que deben cumplirse de manera simultánea y armónica; es decir, son conceptos compatibles y complementarios.


La Sala Constitucional en la resolución 11.338-2003 de las 9:50 horas del 3 de octubre del 2003 reiteró el criterio sostenido en la sentencia N° 4.847 de las 16:27 horas del 22 de junio de 1999, que a continuación se transcribe:
“VI.-   (…)

Es obvio, que el acceso a la información es un poderoso instrumento de progreso individual, y para el ejercicio de los derechos políticos y sociales. Pero también debe reconocerse que el progreso no significa que los ciudadanos deban quedar en situación de desventaja frente al Estado o a los particulares. El nuevo derecho a la intimidad, debe ponderar los intereses en conflicto, entre el legítimo interés de la sociedad a desarrollarse utilizando la información, como la también necesidad de tutelar a la persona frente al uso arbitrario de sus datos personales. La tutela a la intimidad implica, la posibilidad real y efectiva para el ciudadano de saber cuáles datos suyos están siendo tratados, con qué fines, por cuáles personas, bajo qué circunstancias, para que pueda ejercer el control correspondiente sobre la información que se distribuye y que lo afecta (arts. 24 de la Constitución y 13 inciso 1, de la Convención Americana de Derechos Humanos)."


La petición analizada en el presente informe, plantea dos aspectos de relevancia jurídica, que inciden directamente sobre la determinación de qué información se puede o no suministrar, y a través de qué medios.
En primer lugar, es importante indicar que, tal y como lo indica el Lic. Porter,  Juez Coordinador del mencionado Tribunal,  hay sentencias que no se encuentran firmes, motivo por el cual, lógicamente la información no es definitiva, de manera que no tiene el requisito de la confiabilidad.  A esto, debe sumarse el gravísimo elemento de que suministrar información no estando firme la sentencia, es una violación al Principio de Inocencia, según el cual deberá considerarse al imputado como inocente, mientras no sea declarada su culpabilidad en sentencia firme, tutelado en el numeral 9 del Código Procesal Penal citado. 
Obsérvese que el legislador fue claro y expreso, en el establecimiento de la prohibición de brindar información presentando a una persona como culpable sin existir sentencia firme; porque lo contrario, constituye una violación a los derechos humanos.  En igual sentido, y con rango superior a la ley, pueden citarse los artículos 39, 41, 153 y 166 de la Constitución Política,  8.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos, 11 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y el artículo 14.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
Guardando armonía con el respeto al principio de inocencia y a la dignidad de la persona, el legislador en el artículo 330 del Código Procesal Penal, estableció que el juicio penal es público, excepto si el tribunal mediante auto fundado, y aún de oficio, resuelve que se realice en forma total o parcialmente privada, cuando se de alguna de las razones señaladas en dicho artículo a saber:
a) Se afecte directamente el pudor, la vida privada o la integridad física de alguno de los intervinientes.

b) Afecte gravemente la seguridad del Estado o los intereses de la justicia.

c) Peligre un secreto oficial, particular, comercial o industrial, cuya revelación indebida sea punible.

d) Esté previsto en una norma específica.

e) Se le reciba declaración a una persona menor de edad y el Tribunal estime inconveniente la publicidad, en atención a su interés superior.

f) Se reciba el testimonio de víctimas y testigos de la trata de personas.

g) Se reciba el testimonio de víctimas o de testigos protegidos procesalmente.

Añade dicha norma que, desaparecida la causa, ingresará nuevamente el público y quien presida la audiencia relatará brevemente lo sucedido, si el Tribunal así lo dispone, el Tribunal podrá imponerles a las partes que intervienen en el acto, el deber de guardar secreto sobre los hechos que presenciaron o conocieron, de lo ocurrido se dejará constancia en el acta del debate.

Ahora bien, concretamente en cuanto a la participación de los medios de comunicación, el artículo 331 del Código Procesal Penal establece lo siguiente: 

“Para informar al público de lo que suceda en la sala de debates, las empresas de radiodifusión, televisión o prensa podrán instalar, en la sala de debates, aparatos de grabación, fotografía, radiofonía, filmación u otros.  El Tribunal señalará, en cada caso, las condiciones en que se ejercerán esas facultades, sin embargo, por resolución fundada, podrá prohibir esa instalación cuando perjudique el desarrollo del debate o afecte alguno de los intereses señalados en el artículo anterior de este código.
No podrán instalarse esos aparatos ni realizarse filmación o grabación alguna, cuando se trate de hechos cometidos en perjuicio de personas menores de edad.  En la misma forma, tampoco podrán utilizarse en la audiencia, cuando se trate de la recepción del testimonio de testigos o víctimas que estén siendo protegidas por la existencia de riesgos a su vida o integridad física o la de sus familiares, en tales casos, la audiencia para la recepción de tales testimonios se declarará privada. 
Si el imputado, la víctima o alguna persona que deba rendir declaración solicita, expresamente, que las empresas no graben ni su voz ni su imagen, el Tribunal hará respetar sus derechos.”  (Lo destacado no es del original).

Lo anterior sería de aplicación cuando se solicita el acceso de una única sentencia, sin embargo, está claro que la gestión  se encamina a obtener   toda la base de datos, ante lo cual, debe señalarse que  el “Reglamento de actuación de la Ley de Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales en el Poder Judicial”,  señala que existe una Base de Datos de Acceso Restringido, que contiene en forma íntegra la información, la cual es únicamente para uso interno.   En cambio, la Base de Datos Pública, si puede ser accesada por terceras personas a través de la Internet; y en el caso de las sentencias, esta base de datos  contendrá la información despersonalizada, conforme  dispone el citado reglamento y la normativa relacionada.    También puede accederse a la información contenida en la Base de Datos Pública a través del Digesto de Jurisprudencia, información que debe hacerse del conocimiento del gestionante, por si desea accesarla a través de este medio.
IV.- Conclusiones:
De acuerdo con todo lo expuesto se concluye lo siguiente:

1.- Conforme establece la  Ley de protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales, N° 8968 de 7 de julio del 2011,  debe protegerse el derecho a la autodeterminación informativa de las personas; por ejemplo: el nombre, apellidos, o cualquier otra información que sirva para identificar a la persona.  En las sentencias se registra  información (datos personales) sobre los intervinientes en el proceso, siendo que el “Reglamento de actuación de la Ley de Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales en el Poder Judicial”,  aprobado por la Corte Plena en la sesión No. 1-16 celebrada el 11 de enero de 2016, artículo XXXVI (circular N° 88-2016),  establece qué información debe despersonalizarse y que datos deben permanecer en el texto de las resoluciones judiciales, cuando dichos documentos se van a incorporar a la Base de Datos Pública, la cual puede ser consultada a través de la Internet.
2.- El artículo 5 del  Reglamento, establece que “Son de acceso público en las bases de datos oficiales del Poder Judicial, las resoluciones emitidas por los Tribunales Superiores que se encuentren en firme, y las de las Salas de la Corte Suprema de Justicia.  No podrá publicitarse aquella información que no haya sido protegida según lo dispuesto en la Ley No. 8968.”  (El destacado no es del original).
 3.- El Poder Judicial debe permitir el acceso a la información que solicita el señor Juan González Évora en su calidad de analista de datos de AmeliaRueda.com, pero el suministro de la información debe hacerse conforme dispone el “Reglamento de actuación de la Ley de Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales en el Poder Judicial”, es decir, la información deberá solicitarse a través del Digesto de Jurisprudencia y será la información de la Base de Datos Pública, la que de conformidad con el reglamento únicamente tiene sentencias firmes.
V.- Recomendaciones:
Conforme a todo lo expuesto, se recomienda al Consejo Superior señalarle al máster Hugo Porter, Juez Coordinador del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, que debe indicarle al señor Juan González Évora, en su calidad de analista de datos de AmeliaRueda.com, que su petición para obtener información sobre las sentencias del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José,  debe gestionarla ante el Digesto de Jurisprudencia.   Esta oficina del Poder Judicial podrá facilitarle información que consta en la Base de Datos Pública.
También puede obtener información sobre las penas impuestas por los tribunales que conforman  la Jurisdicción Penal (con sentencia firme),  a través de las estadísticas judiciales que están disponibles para todo público en la página Web del Poder Judicial.  Las estadísticas judiciales contienen variables socio-demográficas de la persona imputada.  Sobre el cumplimiento de las penas, esa información puede buscarla  en el Ministerio de Justicia y Paz, por ser de su competencia. 
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